
Ley 21/1992, de 16 de julio, de Industria 

 

TITULO V 
Infracciones y sanciones 

Artículo 30 Infracciones 

1. Constituyen infracciones administrativas en las materias reguladas en esta Ley las 
acciones u omisiones de los distintos sujetos responsables tipificadas y sancionadas en 
los artículos siguientes, sin perjuicio de las responsabilidades civiles, penales o de otro 
orden que puedan concurrir. No obstante lo anterior, y de conformidad con lo 
establecido en el artículo 9, apartado 4, de la presente Ley, cuando estas conductas 
constituyan incumplimiento de la normativa de seguridad, higiene y salud laborales, 
será esta infracción la que será objeto de sanción conforme a lo previsto en dicha 
normativa. 

2. La comprobación de la infracción, su imputación y la imposición de la oportuna 
sanción, requerirán la previa instrucción del correspondiente expediente. 

3. Cuando a juicio de la Administración competente las infracciones pudieran ser 
constitutivas de delito o falta, el órgano administrativo dará traslado al Ministerio Fiscal 
y se abstendrá de proseguir el procedimiento sancionador mientras la autoridad judicial, 
en su caso, no se haya pronunciado. La sanción penal excluirá la imposición de sanción 
administrativa. Si no se hubiera estimado la existencia de delito o falta, la 
Administración podrá continuar el expediente sancionador con base, en su caso, en los 
hechos que el órgano judicial competente haya considerado probados. 

4. En los mismos términos, la instrucción de causa penal ante los Tribunales de Justicia 
suspenderá la tramitación del expediente administrativo sancionador que se hubiera 
incoado por los mismos hechos y, en su caso, la ejecución de los actos administrativos 
de imposición de sanción. Las medidas administrativas que hubiera sido adoptadas para 
salvaguardar la salud y seguridad de las personas se mantendrán hasta tanto la autoridad 
judicial se pronuncie sobre las mismas en el procedimiento correspondiente. 

Artículo 31 Clasificación de las infracciones 

1. Son infracciones muy graves las siguientes: 

 a) El incumplimiento doloso de los requisitos, obligaciones o prohibiciones 
establecidos en la normativa industrial siempre que ocasionen riesgo grave o 
daño para las personas, la flora, la fauna, las cosas o el medio ambiente. 

 b) La reincidencia en falta grave por la que se hubiese sido sancionado en el 
plazo de los dos años anteriores a la comisión de la misma. 

 c) La negativa absoluta a facilitar información o prestar colaboración al 
personal inspector. 

 d) Las tipificadas en el apartado siguiente como infracciones graves, cuando de 
las mismas resulte un daño muy grave o se derive un peligro muy grave e 
inminente para las personas, la flora, la fauna, las cosas o el medio ambiente. 



2. Son infracciones graves las siguientes: 

 a) La fabricación, importación, distribución, comercialización, venta, 
transporte, instalación, reparación o utilización de productos, aparatos o 
elementos sujetos a seguridad industrial sin cumplir las normas reglamentarias, 
cuando comporte peligro o daño grave para personas, flora, fauna, cosas o el 
medio ambiente. 

 b) La puesta en funcionamiento de instalaciones careciendo de la 
correspondiente autorización o inscripción registral, o sin la previa 
presentación de los documentos exigidos cuando alguno de éstos sea preceptivo 
de acuerdo con la correspondiente disposición legal o reglamentaria. 

 c) El ejercicio o desarrollo de actividades sin la correspondiente autorización, 
habilitación o inscripción registral, cuando ésta sea preceptiva, o transcurrido 
su plazo de vigencia, así como la modificación no autorizada por la autoridad 
competente de las condiciones y requisitos sobre los cuales se hubiera otorgado 
la correspondiente autorización, habilitación o inscripción. 

 d) No disponer de contratos de mantenimiento de las instalaciones con 
empresas habilitadas en los casos en que sean obligatorios. 

 e) La ocultación o alteración dolosa de los datos a que se refieren los artículos 
22 y 23 de esta Ley, así como la resistencia o reiterada demora en 
proporcionarlos siempre que éstas no se justifiquen debidamente. 

 f) La resistencia de los titulares de actividades e instalaciones industriales en 
permitir el acceso o facilitar la información requerida por las Administraciones 
Públicas, cuando hubiese obligación legal o reglamentaria de atender tal 
petición de acceso o información o cuando ésta sea necesaria para poder 
ejecutar la correspondiente inspección o control de mercado. 

 g) El incumplimiento de los requerimientos específicos y de las medidas 
cautelares que formule la autoridad competente, cuando se produzca de modo 
reiterado. 

 h) La expedición de certificados, informes o actas cuyo contenido no se ajuste a 
la realidad de los hechos. 

 i) La redacción y firma de proyectos o memorias técnicas cuyo contenido no se 
ajuste a las prescripciones establecidas en la normativa aplicable. 

 j) Las inspecciones, ensayos o pruebas efectuadas por los Organismos de 
Control de forma incompleta o con resultados inexactos por una insuficiente 
constatación de los hechos o por la deficiente aplicación de normas técnicas. 

 k) La acreditación de Organismos de Control por parte de las Entidades de 
Acreditación cuando se efectúe sin verificar totalmente las condiciones y 
requisitos técnicos exigidos para el funcionamiento de aquellos o mediante 
valoración técnicamente inadecuada. 

 l) El incumplimiento de las prescripciones dictadas por la autoridad competente 
en cuestiones de seguridad relacionadas con esta ley y con las normas que la 
desarrollan. 

 m) La inadecuada conservación y mantenimiento de instalaciones si de ello 
puede resultar un peligro para las personas, la flora, la fauna, los bienes o el 
medio ambiente. 

 n) La inexactitud, falsedad u omisión en cualquier dato, o manifestación, de 
carácter esencial, sobre el cumplimiento de los requisitos exigidos señalados en 
la declaración responsable o la comunicación aportada por los interesados. 



 ñ) La realización de la actividad sin cumplir los requisitos exigidos o sin haber 
realizado la comunicación o la declaración responsable cuando alguna de ellas 
sea preceptiva. 

 o) La falta de comunicación a la Administración Pública competente de la 
modificación de cualquier dato de carácter esencial incluido en la declaración 
responsable o comunicación previa. 

 p) Mantener en funcionamiento instalaciones sin haber superado 
favorablemente las inspecciones, revisiones o comprobaciones establecidas en 
la normativa de desarrollo de la presente ley. 

 q) El incumplimiento por negligencia grave, de los requisitos, obligaciones o 
prohibiciones establecidos en la normativa industrial siempre que se produzca 
riesgo para las personas, la flora, la fauna, las cosas o el medio ambiente, 
aunque sea de escasa entidad; y el mismo incumplimiento y comportamiento 
cuando, cometido con negligencia simple, produzcan riesgo grave para las 
personas, la flora, la fauna, las cosas o el medio ambiente. 

 r) La reincidencia en falta leve por la que se hubiese sido sancionado en el 
plazo de los dos años anteriores a la comisión de la misma. 

3. Son infracciones leves las siguientes. 

 a) La fabricación, importación, comercialización, venta, transporte, instalación 
o utilización de productos, aparatos o elementos industriales sin cumplir las 
normas reglamentarias aplicables, cuando no constituya infracción grave o muy 
grave. 

 b) La no comunicación a la Administración Pública competente de los datos 
referidos en los artículos 22 y 23 de esta ley dentro de los plazos 
reglamentarios. 

 c) El incumplimiento de los requerimientos específicos o las medidas cautelares 
que formule la autoridad competente dentro del plazo concedido al efecto, 
siempre que se produzca por primera vez. 

 d) La falta de subsanación de las deficiencias detectadas en inspecciones y 
revisiones reglamentarias en el plazo señalado en el acta correspondiente o la 
falta de acreditación de tal subsanación ante la Administración Pública 
competente, siempre que dichas deficiencias no constituyan infracción grave o 
muy grave. 

 e) La inadecuada conservación y mantenimiento de las instalaciones, cuando no 
constituya infracción grave o muy grave. 

 f) La falta de colaboración con las Administraciones Públicas en el ejercicio 
por éstas de sus funciones de inspección y control derivadas de esta ley. 

 g) El incumplimiento, por simple negligencia, de los requisitos, obligaciones 
establecidas en la normativa industrial siempre que se produzca riesgo para las 
personas, la flora, la fauna, las cosas o el medio ambiente y éste sea de escasa 
incidencia. 

 h) La inexactitud, falsedad u omisión en cualquier dato, o manifestación, de 
carácter no esencial, sobre el cumplimiento de los requisitos exigidos señalados 
en la declaración responsable o la comunicación aportada por los interesados. 

 



 i) La falta de comunicación a la Administración Pública competente de la 
modificación de cualquier dato de carácter no esencial incluido en la 
declaración responsable o comunicación previa. 

Artículo 32 Prescripción 

1. El plazo de prescripción de las infracciones previstas en esta Ley será de cinco años 
para las muy graves, tres para las graves y uno para las leves, a contar desde su total 
consumación. 

El cómputo del plazo de prescripción se iniciará en la fecha en que se hubiera cometido 
la infracción o, si se trata de una actividad continuada, en la fecha de su cese. 

2. El plazo de prescripción de las sanciones establecidas en esta Ley será de cinco años 
para las referidas a infracciones muy graves, tres para las graves y uno para las leves. 

Artículo 33 Responsables 

1. Serán sujetos responsables de las infracciones, las personas físicas o jurídicas que 
incurran en las mismas. En particular se consideran responsables: 

 a) El propietario, director o gerente de la industria en que se compruebe la 
infracción. 

 b) El proyectista, el director de obra, en su caso, y personas que participan en la 
instalación, reparación, mantenimiento, utilización o inspección de las 
industrias, equipos y aparatos, cuando la infracción sea consecuencia directa de 
su intervención. 

 c) Los fabricantes, vendedores o importadores de los productos, aparatos, 
equipos o elementos que no se ajusten a las exigencias reglamentarias. 

 d) Los organismos, las entidades y los laboratorios especificados en esta Ley, 
respecto de las infracciones cometidas en el ejercicio de su actividad. 

2. En su caso existir más de un sujeto responsable de la infracción, o que ésta sea 
producto de la acumulación de actividades debidas a diferentes personas, las sanciones 
que se impongan tendrán entre sí carácter independiente. 

3. Cuando en aplicación a la presente Ley dos o más personas resulten responsables de 
una infracción y no fuese posible determinar su grado de participación, serán 
solidariamente responsables a los efectos de las sanciones que se deriven. 

Artículo 34 Sanciones 

1. Las infracciones serán sancionadas en la forma siguiente: 

 a) Las infracciones leves con multas de hasta 3.005,06 euros. 
 b) Las infracciones graves con multas desde 3.005,07 hasta 90.151,82 euros. 
 c) Las infracciones muy graves con multas desde 90.151,83 hasta 601.012,10 

euros. 



El Gobierno, a propuesta del Ministerio de Industria, Energía y Turismo, podrá 
actualizar, mediante real decreto, las cuantías de las sanciones. 

2. Para determinar la cuantía de las sanciones se tendrán en cuenta las siguientes 
circunstancias: 

 a) La importancia del daño o deterioro causado. 
 b) El grado de participación y beneficio obtenido. 
 c) La capacidad económica del infractor. 
 d) La intencionalidad en la comisión de la infracción. 
 e) La reincidencia. 

3. La autoridad sancionadora competente podrá acordar además, en las infracciones 
graves y muy graves, la pérdida de la posibilidad de obtener subvenciones y la 
prohibición para celebrar contratos con las Administraciones Públicas, durante un plazo 
de hasta dos años en las infracciones graves y hasta cinco años en las muy graves. 

4. Las sanciones impuestas por infracciones muy graves, una vez firmes, serán 
publicadas en la forma que se determine reglamentariamente. 

5. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 30, apartado 1, las acciones u omisiones 
tipificadas en la presente Ley que lo estén también en otras, se calificarán con arreglo a 
la que comporte mayor sanción. 

Artículo 35 Multas coercitivas 

Con independencia de las multas previstas en los artículos anteriores, los órganos 
sancionadores, una vez transcurridos los plazos señalados en el requerimiento 
correspondiente relativo a la adecuación de instalaciones a lo dispuesto en las normas o 
a la obtención de autorización para la ejecución de actividades, podrán imponer multas 
coercitivas, conforme a lo dispuesto en el artículo 107 de la Ley de Procedimiento 
Administrativo. 

La cuantía de cada una de dichas multas no superará el 20 por 100 de la multa fijada 
para la infracción cometida. 

Artículo 36 Suspensión de la actividad 

En los supuestos de infracciones muy graves, podrá también acordarse la suspensión de 
la actividad o el cierre del establecimiento por un plazo máximo de cinco años. 

El acuerdo referido, de suspensión de la actividad o el cierre del establecimiento, tendrá 
los efectos previstos en el artículo 39 de la Ley 8/1988, de 7 de abril, sobre infracciones 
y sanciones en el orden social.    

Artículo 37 Indemnización de daños y perjuicios  

La aplicación de las sanciones previstas en este título se entenderá con independencia de 
otras responsabilidades legalmente exigibles. 



Artículo 38 Competencias sancionadoras  

1. En el ámbito de las competencias del Estado las infracciones muy graves serán 
sancionadas por el Consejo de Ministros, las graves por el Ministro competente y las 
leves por el órgano que reglamentariamente se disponga. 

2. Cuando las Comunidades Autónomas, en uso de sus competencias, ejerzan funciones 
sancionadoras facilitarán a la Administración del Estado información sobre dichas 
actuaciones. Asimismo la Administración del Estado remitirá a las correspondientes 
Comunidades Autónomas información referente a sus actuaciones en esta materia que 
afecten al territorio de las mismas. 

 


